	Fecha
	16 de agosto de 1960
	Sesión número
	45

	Motivo: Amparo

	Recurrente: OSCAR ULLOA HERNÁNDEZ

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE SAN JOSÉ

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que desde hace quince años desempeña, notoria y públicamente, el trabajo de “Tilichero” en diferentes sitios del centro de la capital, marcados por los Gobernadores, en donde no estorbe el paso de los peatones. Que el Gobernador firmó su permiso a otros Tilicheros y vendedores para que instalaran su negocio en la zona; y que sólo a él le prohibió la venta, amenazándolo que si desobedece sus órdenes será detenido y decomisada su mercancía.  Alega violación de los artículos 56 y 60 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que la patente municipal que el recurrente pagaba o sigue pagando en la Oficina de Patentes, lo faculta a ejercer sus actividades en el Cantón Central de San José, siempre y cuando tenga la autorización del recurrido; nunca en forma estacionada; en las calles más céntricas de la capital; son temporales y revocables; y se otorgan siempre que no perjudiquen el libre, seguro y expedito tránsito, tranquilidad y comodidad de los vecinos y servicios públicos.  Fundamenta su negativa en los artículos 6, 13 y 39 de la Ley de Construcciones, y los artículos 27 y 50 de las Ordenanzas Municipales.  

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar el recurso. Aunque la actividad del trabajo es un derecho tutelado por la Constitución Política, es lo cierto que el género específico, por la modalidad y condiciones de operar el recurrente, constituye un trabajo sujeto a disposiciones y reglamentaciones legales que califica y en su caso discierne o niega el señor Gobernador. No se han vulnerado las disposición de los artículos 56 y 60 de la Constitución Política.


N° 45
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día dieciséis de agosto de mil novecientos sesenta, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Acosta, Jacobo, Trejos, Sanabria, Calzada,  Fernández, Jiménez, Jugo y Porter.
Artículo V
Se conoció el recurso de Amparo establecido por Oscar Ulloa Hernández contra el señor Gobernador de la Provincia de San José, en que el recurrente alega: “Vengo a establecer ante este Alto Tribunal, recurso de amparo de mi trabajo, “de Tilichero”, que hace quince años vengo desempeñando notoria y públicamente en el centro de esta capital, en diferentes sitios que me han marcado todos los señores Gobernadores de esta Provincia, en donde no estorbe el paso de los peatones.- El señor Gobernador de esta Provincia don Carlos Lara, me otorgó el mismo permiso, pero con la condición de que pagara una patente a la Municipalidad de sesenta y dos colones cincuenta céntimos por mes, digo: “ por trimestre”, como lo he venido haciendo.  Hace poco más o menos nueve meses, noventa personas se sindicalizaron “como Tilicheros”, vendiendo los mismos artículos que vendo yo, plumas de fuente, tijeras, cadenas de fantasía, peines, etc.  El señor Gobernador en ese entonces me dijo: “que como yo pagaba una alta patente Municipal, no era necesario que yo me sindicalizara para continuar ejerciendo mi trabajo de “Tilichero” y durante tres trimestres me lo ponía a la patente, con su puño y letra, sello de la Gobernación y su firma, el respectivo permiso, con el fin de no ser perturbado por la Fuerza Pública.  El señor Gobernador don Carlos Lara, a estos noventa “Tilicheros”; les firmó su respectivo permiso, después de haberse sindicalizado, para que instalaran sus ventecitas alrededor del Mercado Central, a la orilla de las aceras, y así en esa forma están llevando a cabo su trabajo; como este Alto Tribunal, por medio de una inspección ocular se puede dar cuenta, que todos estos noventa “Tilicheros” tienen sus ventas instaladas alrededor del Mercado Central y a la orilla de las aceras.- También el señor Gobernador ha concedido permiso a ochenta y cinco personas para que instalen casetas en la calle, y a las orillas de las aceras, para que vendan frutas, como lo podemos ver a los alrededores del mercado Central, de los diferentes Bancos y otros sitios Capitalinos, afeando por completo el ornato de la Ciudad y estorbando el tránsito de los vehículos motorizados; también los alrededores del Mercado Central y el Mercado Borbón tiene a más de doscientos vendedores de verduras, debidamente instalados a las orillas de las aceras, con sus respectivos permisos firmados por él y con el sello de la Gobernación, como este Digno Tribunal se puede dar cuenta por medio de una Inspección.  El señor Gobernador por medio de sus subalternos ha mandado a prohibir única y exclusivamente mi ventecita, la cual la porto en dos maletincitos, mejor dicho, en donde llevo lo tiliches que vendo, amenazándome, que si desobedezco sus órdenes, seré conducido a la detención, se me decomisará la mercancía y se me impondrá una fuerte multa.- Al ver yo esta situación tan apremiante y esta medida que el señor Gobernador había tomado en mi contra, la cual no consideré justa, fui a la Gobernación  a conversar con él y por respuesta obtuve: “mire vea, señor Ulloa, si Usted quiere trabajar como tilichero, alquílese un local, pues mi determinación es inquebrantable y a Usted no le doy permiso; puede dirigirse a la Corte Suprema de Justicia en amparo a su trabajo y lo que este Alto Tribunal resuelva, yo lo respetaré y no tenemos más que hablar”.  Yo no sintiendo ningún complejo de inferioridad, lo miré de alto a bajo, pero respeté su investidura de autoridad y le contesté: “bueno señor Gobernador iré a la Corte Suprema de Justicia en amparo de mi trabajo que Usted me quita.  Aproveché esa oportunidad para decirle “Señor Gobernador, ya que Usted no me quiere dar el permiso de mi trabajo, deme o extiéndame el permiso que exige el Sindicato de Tilicheros, para afiliarme a ellos; y por respuesta obtuve: “Le hablo en español o le hablo en inglés, no comprende Usted que mi determinación es inquebrantable, a Usted no le doy permiso para que se sindicalice ni para que trabaje”. Yo vengo a este Alto y Honorable Tribunal de Justicia presentando mi recurso de Amparo de trabajo, que vengo desempeñando desde hace quince años. No encuentro el porqué a mí no me abriguen las mismas disposiciones legales de esos noventa “Tilicheros” debidamente sindicalizados y de esos doscientos o más vendedores de verduras y de esos ochenta y cinco hombres que tienen las casetillas instaladas vendiendo frutas, como antes hice la relación.  Señores Magistrados: Yo no soy extranjero, soy costarricense, motivo por el cual apoyo mi amparo de trabajo en lo que determinan los artículos 56 y 60 del Título Quinto de los Derechos y Garantías Sociales de la Constitución Política de nuestra República, para que en esta forma se me dé el mismo derecho que tienen más de cuatrocientas personas, de desempeñar trabajos similares al mío.  Yo supongo sin pasar sobre altos criterios, que las Leyes insertas en la Constitución Política, sí abrigan a más de cuatrocientos trabajadores a mí también me tienen que amparar, para continuar mi trabajo de “Tilichero” a la par de los noventa que existen a los alrededores de los mercados, o que se me designe un sitio adecuado para ello conforme lo he tenido desde hace quince años.”

Dentro del término respectivo, el señor Gobernador rindió el siguiente informe: “A mediados del año 1959 se le concedió al señor Ulloa un permiso provisional para vender sus artículos en el parquecito José María Castro Madriz, frente al Banco de Costa Rica. El parque en esos momentos estaba totalmente abandonado por la Municipalidad, siendo el lugar apropiado para que este señor que deseaba ejercer el comercio en esa forma, pudiera llevarlo a cabo. No impedía el libre tránsito de los vehículos ni de los peatones, ya que las aglomeraciones que este comerciante de fácil palabra logra atraer a su alrededor son considerables. Al llegar el mes de diciembre, en que la Municipalidad remata diferentes puestos para lograr una suma de dinero para comprar juguetes para los niños pobres, ese parque se usó en su totalidad, quedando así cancelado el permiso dado al señor Ulloa y otros.  En el mes de enero del presente año, me dediqué a convertir el abandonado parque Castro Madriz en lo que hoy es el mejor parque de la Ciudad, quedando desde el momento de la iniciación de los trabajos definitivamente cerrado al público.  Desde ese momento no recuerdo haber visto al señor Ulloa en mi oficina solicitando un nuevo permiso, hasta un día de esta semana en que, ante mi negativa, me anunció un futuro Recurso de Amparo en mi contra. He de negar enfáticamente haberle dicho que se sindicalizara para continuar ejerciendo su trabajo y menos haber comparado el trabajo del señor Ulloa con el de los tilicheros que actualmente se encuentran en los alrededores del mercado vendiendo sus productos en pequeñas cajas sin molestar a las gentes en su diario ir o venir.  El señor Ulloa siempre alegó necesitar lugares estratégicos como el referido, el parque frente al Club Unión y finalmente, lo que causó el recurso en mi contra, en la acera del futuro Banco Central, siendo este último imposible de considerar por las molestias que causaría semejante desafuero.  Como usted debe saber el señor Ulloa ejerce su comercio en una forma demostrativa, llamándose a sí mismo buhonero y atrayendo, como lo expuse antes, cantidades de personas que por simple curiosidad se acercan a oír los relatos del referido comerciante.  Necesitaría sin duda alguna un lugar especial para él solo, ya que en las calles o aceras de nuestra ciudad capital estaría totalmente imposibilitado de hacerlo, ya que las leyes me confieren suficiente autoridad para evitar tal desacierto.   Como un dato adicional pero de mucha importancia puedo decirle que ya el problema de los vendedores callejeros o estacionarios está prácticamente resuelto por el Ministerio de Trabajo, por la Asamblea Legislativa y por la Municipalidad de San José, que uniendo esfuerzos han logrado conseguir un local para convertirlo en un nuevo centro comercial y alojar en él a todos los que en esa forma ejercen el comercio. La solución se buscó afanosamente puesto que todos comprendían que un comercio llevado a cabo en esa forma es imposible tolerarlo en una ciudad floreciente como la nuestra, además de las justas quejas de las Cámaras de Comercio que nos demuestran que la competencia no puede ser más desleal para lo que pagan altos alquileres en mercados y demás locales comerciales.  Estaríamos satisfechos de poder resolver el problema del señor Ulloa dándole un buen sitio en el nuevo centro comercial, pero permítame que dude que esta medida que ha sido aceptada como salvadora por todos sea vista de igual manera por este señor que se queja de mis medidas reguladoras.  En cuanto a la patente municipal que este señor pagaba o sigue pagando en nuestra Oficina de Patentes, puede decirle que lo faculta a ejercer sus actividades en el Cantón Central de San José, siempre y cuando tenga la autorización del suscrito, nunca en forma estacionada y en las calles más céntricas de la capital.-  Finalmente me permito manifestarle que las razones para ejercer mi autoridad en forma terminante y que en estos momentos han forzado al señor Ulloa a plantear el recurso que nos ocupa, las fundamento en los siguientes artículos de la Ley de Construcciones: Artículo 6 que a continuación transcribo: “Los permisos y concesiones que la autoridad competente otorgue para aprovechar las vías públicas con determinados fines, no crean a favor del concesionario o permisionario ningún derecho real ni acción posesoria sobre tales vías.  Tales permisos o concesiones serán siempre temporales y revocables, y en ningún caso podrán otorgarse con perjuicio del libre, seguro y expedito tránsito, o del libre, seguro y expedito acceso a los predios colindantes, de la tranquilidad y comodidad de los vecinos, o de los servicios públicos instalados en ellas, o en general con perjuicio de cualquiera de los fines a que tales vías, según su clase, hubieren sido destinadas.” También fundamento mi negativa en los artículos 13 y 39 todos de la Ley de Construcciones.  Complementariamente he buscado apoyo legal en la autoridad que me confieren los artículos 27 y 50 de las Ordenanzas Municipales.  Desgraciadamente no he dispuesto del tiempo suficiente para ampliar lo que podría decirle al respecto, ya que la experiencia que tengo en esta clase de asuntos agregada a la importancia que para mí tiene la limpieza y el ornato de la ciudad capital, me dan suficiente material para haberle hecho una amplia exposición de los puntos que nos ocupan.- Creo haber dejado así contestado su oficio del día de hoy en relación al recurso de Amparo establecido en mi contra y me suscribo de usted con la mayor consideración, f) Carlos Lara. Gobernador de la Provincia y Ejecutivo Municipal.”

Discutido ampliamente el asunto, se dispuso declarar improcedente el recurso de Amparo relacionado, con base en las siguientes razones:  Por la notoria interrelación que implica el hecho de la vida social del individuo en constante pugna frente a los intereses públicos, es obvio que exista un gran número de actividades que en principio se pueden ejercitar, pero supeditados a la correspondiente reglamentación, que en uso de sus facultades decidan y autoricen los respectivos organismos o funcionarios públicos dentro del ámbito de sus propias atribuciones.  Si no fuere de tal manera así, nos encontraríamos a la postre que actividades lícitas y permisibles en principio, degenerarían tornándose inconvenientes e incluso perniciosas para los fines y el desenvolvimiento de los complejos intereses sociales que necesariamente hay que amparar y en definitiva son los que privan. Aunque la actividad escueta del trabajo en sí, es un derecho tutelado por la Constitución Política vigente, es lo cierto que el género específico, por la modalidad y condiciones de operar el recurrente, constituye un trabajo sujeto a disposiciones y reglamentaciones legales que califica y en su caso discierne o niega el señor Gobernador, de acuerdo con los artículos 6, 13 y 39 de la Ley de Construcciones N° 833 del 4 de noviembre de 1949 y sus posteriores reformas, y 27 y 50 de las Ordenanzas Municipales, Ley N° 20 del 24 de julio de 1867.  Si la irrestricta invocada libertad del recurrente está, como en la materia que nos ocupa, sometida a reglamentaciones preestablecidas legalmente, se concluye por afirmar entonces, que no se ha vulnerado la disposición del artículo 56 de la Constitución Política.  Por otro lado, tampoco emerge a alegada prohibición para sindicalizarse que consagra libremente el artículo 60 ibídem, pues, sólo basta advertir que la Gobernación no es el Despacho público donde se formaliza la pretendida finalidad gremial.  Y si para conseguirla requiere el señor Ulloa, no una patente o permiso provisional como el que se dice le fue extendido por el señor Gobernador, sino una patente o autorización de carácter permanente, la correspondiente concesión de una u otra modalidad son circunstancias que ejercita el señor Gobernador dentro del ámbito de sus funciones y que por sí solas no coartan el derecho que tiene el recurrente para sindicalizarse.-
